Juzgado Contencioso Administrativo- Pretensión de Anulación de acto administrativo e Indemnizatoria- Empleo Publico- Cese- Estabilidad
En fecha   07/04/11 en los autos :" PIQUERAS ALICIA EVA C/ MUNICIPALIDAD DE CHIVILCOY S/ NULIDAD DE ACTO E INDEMNIZACION POR DAÑOS Y PERJUICIOS", se rechaza la pretensión anulatoria por encontrarse los decretos de cese cuestionados dentro de las prerrogativas inherentes a la función ejecutiva del Intendente Municipal, y al no contar con tareas laborales anteriores bajo régimen de empleo público con estabilidad. No se trata la pretensión  indemnizatoria por ser presupuesto necesario de la anulación del acto administrativo. 

Causa nº: 564 

Autos:"PIQUERAS ALICIA EVA C/ MUNICIPALIDAD DE CHIVILCOY S/ NULIDAD DE ACTO E INDEMNIZACION POR DAÑOS Y PERJUICIOS"




Mercedes,           de abril   de 2011.-ra


VISTOS:  


Estos autos caratulados “"PIQUERAS ALICIA EVA C/ MUNICIPALIDAD DE CHIVILCOY S/ NULIDAD DE ACTO E INDEMNIZACION POR DAÑOS Y PERJUICIOS”, expediente Nº 564, en tramite por ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial de Mercedes, a mi cargo, que se encuentran en estado de dictar sentencia y de los que,


RESULTA:  


I.- Que a fs. 10/19 vta. se presenta la Sra. Alicia Eva Piqueras,  con patrocinio letrado, iniciando demanda con el objeto de obtener la anulación de los actos administrativos consistentes en los Decretos nº 660 del año 2003 y nº 89 del año 2004, ambos del Departamento Ejecutivo  de la Municipalidad de Chivilcoy; como asimismo la reparación de los daños y perjuicios que le ocasionaran.


II.- Manifiesta que el día 24 de septiembre del año 2.003, fue nombrada empleada municipal en la Planta Permanente, por parte del Sr. Intendente de la Municipalidad del Partido de Chivilcoy, mediante el Decreto 460/03. 


En dicha ocasión se me designó Personal Administrativo, Clase 4, Finalidad Gobierno, sin discriminar. 


Relata como antecedentes, que en el mes de septiembre del año 2.000, había comenzado a desempeñar tareas en la Municipalidad de Chivilcoy, en la Planta Transitoria. 


Refiere así, que entre septiembre de 2000 y agosto de 2001 perteneció al Plan Nacional de Empleo.


Que desde agosto de 2001 hasta marzo de 2002 se desempeño como meritoria.


Que desde el mes de marzo de 2002 y  hasta diciembre del mismo año, dentro del  Plan Jefes y Jefas de Hogar.


Posteriormente, en el año 2003 se le confirió un Plan Fomento Local, hasta su ingreso en septiembre de ese año a planta permanente del Municipio.


Refiere que desde su ingreso y hasta que recibió el Plan Fomento Local, cumplió labores  en el Hospital Municipal de Chivilcoy, en la sección de Hemoterapia. 


Que a los fines de capacitarse y perfeccionarse en las funciones encomendadas en dicho centro hospitalario, realizó  dos cursos  promovidos por la Subsecretaría de Planificación de la Salud del Ministerio de Salud Provincial y por la Subsecretaría de Cultura de la Dirección e Cultura y Ecuación, también provincial. 


Durante el año 2.003, mientras percibía el Plan Fomento Local, se la destinó a ATIADIM, el cual es un centro educativo para niños afectados con síndrome de down. Allí efectúa tareas como preceptora cuidando a los menores. 


Refiere que el 14/08/03 se sanciona la Ordenanza nº 5.507 que establece que las vacantes existentes o que se produzcan en la planta permanente deben cubrirse con quienes integren  la planta transitoria, tanto 

como contratados o Plan de Fomento de empleo local. Y que  en la misma disposición se estableció que se debería tener en cuenta el tiempo que los aspirantes lleven cumpliendo funciones en la Municipalidad, siendo los primeros en ingresar quienes mayor tiempo lleven en sus tareas. 


Por tales razones -refiere-  el día 24 de septiembre del año 2.003, fue nombrada empleada municipal en la Planta Permanente, mediante el Decreto nº 460/03 emanado del Sr. Intendente Dr. Juan Carlos Ferzola; designándosela  como Personal Administrativo, Clase 4, Finalidad Gobierno, sin discriminar. Siendo  asignada  a la Dirección de Bromatología, en donde cumplió  labores administrativas, atención al público, recepcionaba muestras de cerdos para los respectivos análisis de triquinosis, llevaba registros de habilitaciones de locales comerciales, y otras tareas. 


En fecha 29 de diciembre de 2.003, el Sr. Intendente Dr. Ariel F. Franetovich, mediante el Decreto N° 660103, revocó las designaciones de 23 agentes, entre ellas, el nombramiento de la actora. 


Tilda al Decreto mencionado de arbitrario y caprichoso; por cuanto aduce contiene  expresiones vagas, generalizadas e imprecisas, como así también se remite ligeramente a situaciones de emergencia nivel nacional y provincial. 


Interpuso recurso de revocatoria -expediente N° 4031-25124-, que fue rechazado. 


Aduce que la indebida revocación de su designación como empleada, no solo le ocasionó un daño en la esfera material -haberes y otros rubros que indica-; sino que también le privó de los demás beneficios, tales como obra social, escolaridad, jubilación, empleo fijo y estable, etc..


 Que todo ello, le provocó un desmejoramiento de su salud, presentando cuadro depresivo reactivo e hipertensión arterial; con expresa indicación de reposo y al mismo tiempo tratamiento psico-farmacológico. 


Que el Decreto N° 660/03  carece de la debida legitimidad y razonabilidad; ya que no cuenta con la motivación suficiente, adecuada e indispensable, máxime que el acto cuestionado extingue una situación preexistente, que brinde el sustento necesario al fundamento de la oposición que requiere el artículo 7 de la ley 11.757. Carece el acto de los tres elementos esenciales, a saber: motivación adecuada a sus fines, relación de hechos y fundamentos de derecho. 


Que el Decreto no cumple con el artículo 108 de la Ordenanza General 267, respecto a que todo acto administrativo final deberá ser motivado y contendrá una relación de los los hechos y fundamentos de derecho cuando como en el presente caso decida sobre derechos subjetivos. 


Que  los considerandos que pretenden dar pie a las razones presupuestarias no se encuadran dentro de la realidad. No resulta cierto que las designaciones fuesen sobreabundantes en relación con la concreta necesidad del funcionamiento municipal. 


Que el Intendente que la deja cesante, siendo Concejal consintió en fijar 898 cargos en planta permanente, conforme surge de la Ordenanza citada y del Expte. N° 4031-21892/03. Empero,  en ejercicio del Poder Ejecutivo Municipal sostiene un criterio contrario al que expresaba siendo Presidente del Consejo Deliberante, y considera que 840 cargos en planta permanente son sobreabundantes. 


Que cada uno de los nombrados eran necesarios e indispensables en las áreas que tenían designadas para cumplir funciones, y la mayoría de los 23  destituidos el día 29 de diciembre de 2.003, inmediatamente fueron reincorporados en la Planta Transitoria del Municipio, ya sea bajo las modalidades de contrataciones temporales o bien plan jefe y  jefas de hogar o plan fomento local u otro tipo de modalidad usada. 


Refiere también que los Decretos nº 422/03, 427/03, 454/03, 460/03, 474/03, 478/03 Y 501/03 dictados por la anterior administración; por medio de los cuales se nombraron los 23 agentes destituidos, no colisionan ni vulneran las disposiciones del artículo 108 de la ley 7647/69 ni de la Ordenanza General N° 267, y por lo tanto están lejos de ser ilegítimos y anulables. 


Aduce que los decretos de designación no deciden sobre derechos subjetivos; pues, no existen derechos subjetivos preexistentes a las designaciones. Los agentes nombrados recién adquieren derechos subjetivos cuando son notificados de dicha designación y asumen sus puestos para cumplir las funciones asignadas. Por ello  de ninguna manera se enmarcan dentro de lo previsto por el artículo 240 del decreto ley 6769/58.


Sostiene que su apartamiento y el de otros empleados obedece a razones políticas.


Pide por todo ello, se decrete la nulidad del acto administrativo y la reparación de los daños y perjuicios,  que como daño material y moral describe en el acápite IV de su escrito liminar.


 III.- A  fs. 35/37 vta.  se presenta la Municipalidad de Chivilcoy, la cual mediante apoderado contesta demanda.


Niega todos hechos relatados en la demanda, entre los cuales que el decreto nº 660/03 sea arbitrario, caprichoso y sin argumentación , y que no se encuadre dentro de las disposiciones de la Ley 11.757; como así tampoco que  deba indemnizarse un daño moral, que nunca existió y menos por el obrar del ejecutivo, que no lesionó ningún valor espiritual o moral de la actora. 


En lo demás se remite a los fundamentos del Decreto nº  660/03, resaltando que la Municipalidad se recibió con un exceso poblacional y un déficit económico financiero exorbitante.


Que no se llegó a una situación como el default nacional, pues en la ciudad de Chivilcoy, se produjo un déficit 0, produciendo un ajuste de la realidad al presupuesto y por ello no se gasta más de lo que se fija por Ordenanza Municipal. 


Que el derecho en el que ha sido fundado el decreto municipal está dentro de lo vigente y constitucional. 


Con cita de la SCBA sostiene su posición respecto a que no existe afectación al derecho a la estabilidad en el empleo cuando se deja cesante a un agente nombrado en forma irregular, dado que aquella es una garantía formal que ampara sólo a las designaciones que se relacionan con la carrera administrativa (B-49776, 23-6-87).


También con cita a doctrina del Superior Tribunal, sostiene que las designaciones con carácter interino no generan estabilidad (B-49818, 13-5-88), y ampara las designaciones relacionadas con la carrera administrativa (B-49831, 27-12-88).


IV.- Realizada la prueba, la parte demandada agrega su  alegato, que es incorporado, encontrándose  los autos en condiciones de dictar sentencia definitiva.


CONSIDERANDO:


I.-  Que del examen de las presentes actuaciones, se desprenden elementos de juicio suficientes para tener por acreditado que el día 24 de septiembre del año 2.003, mediante Decreto nº 460 la actora  fue nombrada empleada municipal en la Planta Permanente, como Personal Administrativo, Clase 4, Finalidad Gobierno, sin discriminar. 


Que en fecha 29 de diciembre de 2003,  mediante Decreto nº 660 el nuevo Intendente Municipal dispone revocar la designación de la actora, conjuntamente con la de otros empleados  que se mencionan en  dicho acto.


II.- Dos parecen ser las cuestiones, aunque estrechamente ligadas, sobre las cuales transita esta litis. La primera en lo atinente a la estabilidad en su relación de empleo público, ya que menciona una  situación laboral  preexistente, que constituye impedimento para cualquier  oposición conforme  requiere el artículo 7 de la ley 11.757.

Advierto ante ello, que el período de prueba previsto en el art. 7 de la ley 11.757 para adquirir la estabilidad en el cargo, debe computarse desde su ingreso a la Administración Municipal en Planta Permanente, es decir el día 24 de septiembre de 2003.

 Como la propia actora relata, los antecedentes laborales no forman parte de los que se consideran empleo público, sino que participan de otra naturaleza jurídica; y el destino de los fondos, en algunos de ellos provienen de la Administración Nacional. No generan por ello, ninguna revista en la Planta Transitoria Municipal como pretende la actora.


Por otra parte, no encuentro antecedentes en las actuaciones que avalen aquella afirmación, teniendo en cuenta que los testigos citados por la actora han descripto las tareas que la misma efectuara, pero en nada han aportado para situar a la accionante en una condición  de revista que permita incluirla dentro de la planta temporaria antes de su ingreso mediante Decreto 460/03. Ello sin perjuicio de resultar totalmente claro el informe del perito obrante a fs. 174, y lo que surge de las planillas de certificación de servicios de fs. 167 y 168,; todo lo cual no ha sido desvirtuado por la interesada.

III.- Tampoco advierto que el Decreto nº 660/03 constituya una violación de la garantía de estabilidad, en tanto no cabía –a su criterio- atribuírsele  el carácter de oposición fundada apontocada en razones de oportunidad, mérito y conveniencia.

Encuentro sobradas razones para considerar que al momento de emisión del acto administrativo -Decreto nº 660/03- no se había alcanzado la tutela de la estabilidad en el cargo, pues no había trascurrido el período de prueba fijado en el art. 7 de la ley 11.757.

Así, la relación surgida entre el actor y la Comuna luego del dictado del Decreto N° 460/03 tenía el carácter provisional propio de toda designación que aún se encuentra transitado por aquel período. Y en ese estado de provisionalidad, el Intendente Municipal, tenía habilitado el ejercicio de la potestad revocatoria por la Administración, la cual -pese a lo expuesto por la actora- puede encuadrarse como “oposición fundada” en los términos del art. 7 de la ley 11.757.

Fijado el "dies aquo" -24-09-03- a partir del cual debe computarse el tiempo de prueba reglado por la ley 11.757, en nada modifica la previa existencia de una relación ajena al empleo público -programa nacional de empleo, meritoria, plan jefas y jefes de hogar, y/o plan de Fomento Local como postula la actora- por cuanto ese vínculo anterior cualquiera fuere su duración u origen, no da derecho a consolidar luego una relación con estabilidad.

Esto es lo que -con algunas diferencias, ya que incluso se trataba de relación en planta transitoria- ha sostenido el Superior tribunal Provincial (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 56.876 “Torres”, sent. de 26-XI-1999; B. 61.215 “Zocchi”, sent. de 1-III-2006).

Es por ello que, a la fecha del Decreto N° 660/03 aún no se había producido la incorporación definitiva de la actora al cargo en los términos del art. 15 de la ley 11.757, en tanto, no había transcurrido el período de prueba de los doce (12) meses estipulado en el art. 7 de la ley 11.757 como condición temporal para adquirir la estabilidad en el empleo -Arts. 14 inc. a) y 15 ley 11.757-.

IV.- Cabe reconocer por ello que durante el período de provisionalidad, la ruptura del vínculo de empleo público puede disponerse legítimamente; ello es así, como contracara del ejercicio de la facultad legalmente reconocida al Departamento Ejecutivo de disponer nombramientos (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 51.947  “Pascuas”, sent. de 27-IV-1993) aunque, claro está, tal prerrogativa deberá –para reputársela legítima- ser ejecutada dentro de un marco de razonabilidad necesaria como condición de validez de los actos de los poderes del Estado.

 Sentado ello, y sin perjuicio de ponderar las razones que portaba el Decreto N° 660/03  para justificar la revocación de la designación, lo que realizaré infra,  considero en virtud de la provisionalidad del mentado vínculo, habilitado el ejercicio de la potestad revocatoria por la Administración, encuadrada en los términos del art. 7 de la ley 11.757; por lo cual tampoco puede ser de recibo el embate que realiza la actora, respecto a la legitimidad del Decreto N° 660/03 en tanto niega que la Administración pueda revocar un acto administrativo como resulta ser el Decreto N° 460/03 -que pregona de legítimo y no anulable- que la designa en la planta de personal permanente.

 Menciona que su cese sólo se sustenta en cuestiones políticas, sin que se hayan arrimado elementos de prueba que lo justifiquen. 


Así, se puede sostener que  "durante el período de prueba reglado por la ley 11.757, el vínculo entre el agente y la Administración pervive en una situación de precariedad o provisionalidad, habilitando ello el ejercicio de la potestad revocatoria de la Administración que, en el específico territorio analizado, exige de una adecuada y sustentable fundamentación [cfr. doct. C.S.J.N. in re S. 2488 L. XLI “Schnaiderman Ernesto Horacio c/ Estado Nacional – Secretaría de Cultura y Educación de la Presidencia de la Nación (Recurso de Hecho), sent. de 8-04-2008 –del dictamen del Procurador General-].


V.- LLegamos así, a la otra cuestión que motiva esta litis, y que consiste en el embate que realiza la actora respecto del Decreto nº 660/03, el que afirma "carece de la debida legitimidad y razonabilidad al no contar con la motivación suficiente, adecuada e indispensable", a tenor de lo prescripto en el art. 108 de la ord. Gral. 267/80.


Ante ello,  observo que el titular del Departamento Ejecutivo dispuso –tan solo a tres meses  del nombramiento- mediante el Decreto N° 660/03, el cese de la relación de empleo público de 23 agentes municipales –incluida la actora- designados por la gestión saliente mediante los Decretos n° 422, nº  427, nº 454, nº 460, nº 474, nº 478, y  nº 501.


El artículo 11 de la Ley 11.757, bajo el título “Cese” expresa: “El cese del agente, que será dispuesto por el Departamento Ejecutivo, o por el Presidente del Honorable Concejo Deliberante, se producirá por las siguientes causas: a) Por la situación prevista en el art. 7°”.

En el caso, el Decreto que la actora impugna en su libelo inicial  plasma, como ya expresara,  la oposición fundada autorizada por el artículo 7 de la Ley n° 11.757, prerrogativa de la Administración que permite a la misma sortear de modo legítimo la configuración de la estabilidad del empleado público municipal, dando la posibilidad que se extinga el vínculo en el período de prueba, dentro del plazo legal.

 Por ello se ha sostenido que la facultad de la Administración (prevista en el artículo 7 de la Ley n° 11.757) es de corte discrecional aunque el control judicial de un acto administrativo no escapa a la verificación de la legalidad y la razonabilidad en el dictado del mismo. 

Así, el control judicial de los actos discrecionales como es el caso, no escapa a la verificación tanto de los elementos reglados de la decisión (art. 103 LPABA; v. F: 315:1361) como al examen de la razonabilidad (v. CSJN, Sent. de fecha 25 de noviembre de 1997, “Solá Roberto y otros c. PEN”).

 VI.- Que las razones principales por las cuales se sustenta el cese de dichos agentes, conforme luce en los considerandos del Decreto impugnado, son: a) designaciones sobreabundantes con relación a la necesidad concreta del Municipio; b) que la incorporación de estos agentes a la planta de personal permanente incidía negativamente  en el presupuesto, impidiendo disponer recursos para otros fines; y c) la inexistencia de fundamentos en los Decretos de designación, que autorizaban su revocación en sede administrativa.


La motivación es uno de los elementos esenciales del acto administrativo (artículos 103, 108 LPABA y ordenanza general n° 267), y que -si bien la ley no menciona la causa-, cabe presumirla desde que se exige la motivación; y que la comprobación de ésta “…consiste en la constatación o apreciación de un hecho o de un estado de hecho.” ("Régimen de Procedimientos Administrativos. Ley 19.549. Decreto Reglamentario 1759/72. Revisado y comentado por Tomás Hutchinson", primera reimpresión, Ed. Astrea, Bs. As., 1992, página 74).


En cuanto a la causa, se tiene dicho que “Tampoco puede suponerse que en el régimen de la Ley 7647 la causa no configure un elemento esencial del acto administrativo, no sólo porque -como dijimos- cabe presuponerla ante la necesaria motivación del mismo, sino porque en caso contrario se consagraría el despropósito de legitimar la arbitrariedad librando a la pura volición de los administradores la adopción de decisiones trascendentes para la esfera jurídica de los individuos. Cuando el art. 108 aclara que la motivación se traduce en 'una relación de hechos y fundamentos de derecho' no hace más que aludir a la causa efectiva del acto. Este necesario apoyo fáctico y jurídico de la decisión no configura una mera cuestión formal superable caprichosamente invocando hechos inexistentes o normas inaplicables, sino que debe correlacionar con la realidad.” ("Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires. Ley 7647 y Ordenanza General 267 Comentadas, anotadas y concordadas”, Carlos A. Botassi. Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1994, página 394).


Y cada uno de esos motivos, en las circunstancias supra mencionadas,  mas allá de que se compartan o no, lucen válidos y suficientes en el sub examine para sustentar la validez del acto revocatorio . 

      Los motivos y causa expuestos en el acto administrativo cuestionado,  sin dejar de pasar por alto el exceso que surge de la evolución del presupuesto de gastos del año 2003 para la finalidad Gobierno personal administrativo sin discriminar conforme a  la documental de fs. 206,  se encuentran justificados  ni bien se advierte el informe de fs. 229 del perito contador, respecto al déficit financiero que arroja el ejercicio 2003. Lo cual me exime de mayores comentarios. 

Ante ello, el argumento de la actora pretendiendo tachar de arbitrario y sin sustento al decreto nº 660/03, no puede prosperar, ya que lo contrario -aclarando, bajo estos parámetros ya mencionados- dejaría sin  prerrogativa a la Administración para decidir sobre la permanencia del agente que ha nombrado , más cuando la oposición a la continuidad de la relación de empleo público podría ejercerse válidamente con sustento en razones de servicio -en el más amplio sentido-, o de conveniencia de la Administración (cfr. doct. S.C.B.A. B. 51.566 “De Santis”, sent. de 29-II-2000; y B. 50.032 “Gallego”, sent. de 28-VIII-1990).

En tal contexto, cabe entonces reputar legítimo el Decreto N° 660/03 al exteriorizar el ejercicio de una prerrogativa legalmente reconocida a la Administración como resulta ser la de disponer el cese de la relación de empleo público dentro del plazo de provisionalidad, máxime cuando no aparece como incumplido el requisito de la adecuada y suficiente motivación (art. 108 Ord. Gral N° 267/1980).


VII.- Siendo que la anulación del acto administrativo resulta ser  presupuesto necesario (C.C.A.L.P., causa nº 11416, "Maestri", sent. del 10-02-11, entre otras) para analizar los eventuales daños que el mismo -en su caso- pudo producir, atento a como se resuelve el planteo anulatorio, no corresponde entrar a  analizar los daños y perjuicios solicitados.  


POR ELLO, en mérito a las consideraciones precedentemente expuestas, jurisprudencia y doctrina citados, y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos  166 último párrafo y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; arts. 1, 2 inc.1°, 12 inc.1°, 51, 77 y cctes. del CPCA (ley 12.008 y sus modif.); art.163, 384 y cctes. CPCC; arts. 7 y 11 inc. "a" Ley 11.757,  y demás normas legales citadas; 

RESUELVO:

                 1) Rechazar la pretensión anulatoria deducida por las razones expuestas en los considerandos precedentes (conf. arts. 7 y 11 inc. "a" Ley 11.757, doctrina y jurisprudencia citada).


2) Conforme lo resuelto supra, no corresponde analizar la pretensión indemnizatoria.


3) Imponer las costas por su orden (art.51 inc.1° CPCA).


4) Regular los honorarios de los Dres. Julio Alberto Maturo y Jorge Francisco Falabella, conforme a las tareas cumplidas de conformidad con lo previsto en el art. 28 inc. "a" D/Ley 8904,  en la suma de Pesos …………………………………………………….. respectivamente, conf.  art. 10, 13, 15, 16, 28  inc."a", 44 cuarto párrafo, 54 y ccts. dec.ley 8904/77;  cantidad a la que se deberá adicionar el 10% en concepto de aportes previsionales (ley 6716 y sus modificatorias);  y el I.V.A. en caso de corresponder, conforme la situación del profesional frente al mismo. 


Asimismo remerituando el principio jurisprudencial según el cual los honorarios de los peritos contadores en materia judicial deben adecuarse además del mérito, importancia y naturaleza de la labor cumplida, al monto del juicio y guardar adecuada proporción con los que le correspondan a los demás profesionales intervinientes en la causa (C.N Fed Contencioso Administrativo Sala III,” Peter Cremer Argentina S.R.L s/ Elma S.A”del 20/03/97 y S.C.B.A Causa L.440.96 del 27.XI-90), corresponde en consecuencia de lo expuesto REGULAR los honorarios de los peritos contadores Roberto Jose Rosello -perito oficial de la Asesoría Pericial Departamental- y C.P.N. Carlos Alberto Yacovino en la suma de Pesos ……………………………… a cada uno de ellos, cantidad a la que deberá adicionarse los aportes de ley y el I.V.A conforme la situación del profesional frente al mismo. (Art 1627 del Código Civil y Jurisprudencia citada).-


 No correspondiendo -salvo que acrediten no estar comprendidos en la normativa de los arts. 203 L.O.M. y  Dec. Ley 8838/7-, la regulación de los honorarios de los letrados apoderados del Municipio demandado, Dres.Fabian Fitzsimons y Santiago Bertone  conforme a la imposición de costas que precede.

 
REGÍSTRESE Y NOTIFÍQUESE.-
                                                                Luis Oscar Laserna
                                                                           Juez
